Acción de tutela segunda instancia 
Radicación: 66001 31 87 001 2018 00110 01
 Accionante: Denise Upegui Díaz   Vs. Colpensiones
Asunto: Confirma decisión 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / NOTIFICACIÓN DE DICTAMEN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / INTERPOSICIÓN DE RECURSO DE APELACIÓN / FUE OPORTUNO.
La Corte Constitucional ha señalado que el  debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley.  En tal sentido, dicha Corporación en la Sentencia T-533 de 2014 en la que se reiteró lo siguiente:

“3.3.1. La Constitución, en el artículo 29, consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Como lo ha señalado esta Corporación, el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados.

De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0090
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Colpensiones frente al fallo proferido el 22 de noviembre de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión a la acción de tutela instaurada por el apoderado judicial de la señora Denise Upegui Díaz.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Mediante oficio radicado BZ2018_11922955-3112903 del 8 de octubre de 2018, Colpensiones notificó por aviso a la señora Denise Upegui el dictamen de PCL No. ML643 del 21 de septiembre de 2018 en el que se indicó que contra el mismo procedía la manifestación de inconformidad, la cual se debía interponer dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 142 del Decreto 019 de 2012. 

Atendiendo la fecha de notificación de dicho dictamen, el 19 de octubre de 2019 se presentó ante Colpensiones el recurso de apelación, el cual quedó bajo el radicado 2018_13258831.  Sin embargo, Colpensiones el 24 de octubre de 2018 le informó a la accionante que el dictamen DML6343 del 21 de septiembre de 2018, en el que se determinó un porcentaje del 12,88% de PCL, con fecha de estructuración del 8 de agosto de 2018, había sido notificado el 25 de septiembre de 2018 por lo que el recurso interpuesto era extemporáneo y en tal virtud, la entidad se abstendría de continuar con el trámite ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá.

Por lo anterior, el apoderado de la actora solicitó tutelar el derecho fundamental al debido proceso a la señora Denise Upegui Díaz, y como consecuencia de ello, se ordene a Colpensiones tener como válido y presentado dentro del término legal el recurso de apelación frente al dictamen de PCL No.DML6343 del 21 de septiembre de 2018, el cual fue notificado el 8 de octubre por aviso e inicie el trámite correspondiente para enviar el mismo a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, en un término de 48 horas  (Fls. 1-5).  

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con el escrito introductorio de  la demanda (Fls. 6-16).

2.3. Colpensiones no se pronunció frente a la acción de tutela, pese a haber sido notificada del auto admisorio de la misma a través de correo electrónico el 15 de noviembre de 2018 (Fl. 22 vuelto).

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 22 de noviembre de 2018, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social a la señora Denise Upegui Díaz y en tal virtud dispuso lo siguiente (Fls. 23-25): 

“Ordenar a la Directora de Medicina Laboral (o quien haga sus veces), a la Directora de Atención y Servicio (o a quien haga sus veces) y al Director de Prestaciones Económicas (o quien hagas sus veces) de la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones, que si aún no lo han hecho, en un término máximo de cinco (5) días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación del presente fallo, dispongan lo concerniente para la concesión del recurso de apelación interpuesto por al apoderado de la señora Denise Upegui Díaz contra el dictamen de pérdida de capacidad laboral DML-6343 del 21 de septiembre ante la Junta Regionl de Calificación de Invalidez competente, para que se surta el trámite de segunda instancia conforme lo previene el artículo 142 del Decreto ley 19 de 1012 (sic)”

Colpensiones fue notificada del fallo anterior a través de correo electrónico enviado el 23 de noviembre de 2018 (Fl. 26 vuelto).

4. IMPUGNACIÓN
El 28 de noviembre de 2018 Colpensiones allegó un escrito al juzgado de primer nivel por medio del cual indicó que revisada la base de datos y archivo de la entidad, se encontró que la accionante fue calificada su PCL en primera oportunidad el 21 de septiembre de 2018, dictamen que fue notificado el 25 de septiembre siguiente, y contra el mismo la accionante interpuso la inconformidad el 19 de octubre de 2018, es decir, luego de que venciera el término de los diez (10) días con que contaba para presentar el recurso, por lo que con oficio del 24 de octubre de 2018 se le indicó a la actora que el dictamen se encontraba en firme y ejecutoriado.
Por lo tanto, solicitó que revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se deniegue el amparo constitucional ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales a la accionante (Fls.27-29).

Allegó copia del oficio del 24 de octubre de 2018 y de la guía de mensajería (Fls. 30 y 31).

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.
5.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. La Corte Constitucional ha señalado que el  debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley.  En tal sentido, dicha Corporación en la Sentencia T-533 de 2014 en la que se reiteró lo siguiente:

“3.3.1. La Constitución, en el artículo 29, consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Como lo ha señalado esta Corporación, el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados.

De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley[12]. En este orden de ideas, por ejemplo, en la Sentencia C-980 de 2010[13], esta Corporación indicó que: “(…) Dentro de ese marco conceptual, la Corte se ha referido el debido proceso administrativo como ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’[14] (…)”.
 Por esta razón, se ha considerado que se presenta una vulneración del citado derecho, cuando son desconocidas las disposiciones a las que ha de sujetarse el desenvolvimiento de la función administrativa. Precisamente, en la referida Sentencia C-980 de 2010, esta Corporación señaló que: “el debido proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados[15]”.
3.3.2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política, resulta relevante mencionar que la función administrativa se adelantará con fundamento en ciertos principios, entre los cuales se halla el de la publicidad. Con el propósito de puntualizar su alcance, el artículo 3º de la Ley 1437 de 2011[16] (en adelante CPACA), lo contempla como el deber de las autoridades de dar a conocer al público y a los interesados sus actos, mediante las comunicaciones, publicaciones y notificaciones que ordene la ley.    Adicionalmente, el CPACA también categoriza al debido proceso como un principio, cuyo objeto es garantizar los derechos de defensa y contradicción de quienes se someten al desarrollo de una actuación administrativa[17].

La armonización de ambos principios conduce a entender que existe a cargo de la Administración la obligación de dar a conocer sus actos y que, como consecuencia de ello, siempre que existan razones para discrepar de su contenido, los interesados pueden ejercer mecanismos de defensa con el fin de controvertirlos. A juicio de esta Sala, lo anterior explica la posibilidad de interponer recursos contra los actos administrativos definitivos[18], cuyo objeto es decidir  –directa o indirectamente– el fondo del asunto o hacer imposible la continuación de una actuación[19], pues a través de ellos se garantiza la contradicción de los administrados y se les brinda la oportunidad de cuestionar las decisiones que los afecten.

3.3.3. Por regla general, según lo dispone el artículo 74 del CPACA, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: “1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque; 2. El de apelación, para (sic) ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito (…) [y]; 3. El de queja, cuando se rechace el de apelación (…)”. En cambio, de conformidad con el artículo 75 del mismo Código: “No habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa”[20].
Esta diferencia es crucial, pues –por regla general– los actos definitivos, para ser controvertibles ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, imponen como requisito previo para demandar, el agotamiento de los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios[21]. Así las cosas, el ordenamiento jurídico exige la impugnación de la actuación administrativa, con miras a que la propia Administración tenga la posibilidad de revisar la juridicidad o legalidad del acto, con el fin de que lo aclare, modifique o revoque[22].  (Subrayas nuestras)

5.5. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, esta Sala advierte lo siguiente:

- Obra el dictamen pericial de la pérdida de capacidad laboral y ocupacional ML6343 del 21 de septiembre de 2018, en el que se le otorgó a la señora Denise Upegui Díaz un porcentaje de PCL del 12.88%, con fecha de estructuración del 8 de agosto de 2018 (Fls. 14-16).
- Según el oficio BZ2018_11922955-3112903 del 8 de octubre de 2018, Colpensiones le notifica a la accionante el dictamen de PCL ML 6343 del 21 de septiembre de 2018, en el que se le indica que cuenta con diez (10) días hábiles siguientes a la notificación para que manifieste su inconformidad (Fl. 13).
-  Constancia de radicación de documentos en Medicina Laboral de Colpensiones de Pereira con fecha de recibido el 19 de octubre de 2018, a las 12:43:22 p.m., el cual quedó con el No. 2018_13258831 (Fl. 8) junto con sus anexos (Fls. 9-11).
-  Oficio BZ2018_13258831 del 24 de octubre de 2018 emitido por Colpensiones, del que se desprenden las siguientes inconsistencias (Fl. 12 frente y vuelto):

i) La entidad indicó a la actora que en atención a la  comunicación presentada por ella el 25 de septiembre de 2018 bajo el No. 2018_13258831 con respecto a la inconformidad formulada frente al dictamen DML6343 del 21 de septiembre de 2018 (…).

ii) El dictamen DML6343 del 21 de septiembre de 2018 (…) había sido  notificado el 25 de septiembre de 2018, dictamen contra el cual fue interpuesta la inconformidad ante esta Administradora el 19 de octubre de 2018 (…)

iii)  Para el 19 de octubre de 2018 el término de los 10 días para que se interpusiera la inconformidad dentro del término legal, había fenecido,  pues se había vencido el 09 de octubre de 2018, quedando en firme el dictamen de calificación en mención en firme y debidamente ejecutoriado.

5.6. De acuerdo a lo anterior, quedó acreditado que el dictamen de PCL del 21 de septiembre de 2018 fue notificado a la actora por Colpensiones mediante el oficio del 8 de octubre de 2018 y el término para interponer el recurso precluía el 23 de octubre siguiente, y como este se interpuso el 19 de octubre de 2018, el mismo se presentó oportunamente. Por esta razón, no son de recibo los argumentos del impugnante habida cuenta que el abogado de la señora Denise Upegui Díaz radicó válidamente y dentro del término legal la inconformidad al dictamen referido, lo que obligaba a la autoridad a  tramitar ese recurso, lo que le  aseguraba para a la interesada la posibilidad de  incoar posteriormente las acciones contenciosas que considere procedentes.  Por lo tanto, al no haberlo hecho así, la Sala observa que en efecto, se conculcaron los derechos fundamentales al debido proceso administrativo y a la defensa de la señora Upegui Díaz, lo que hace procedente la intervención del juez constitucional.
Estudiado el caso concreto, el Tribunal encuentra acertado lo resuelto por el A quo y en consecuencia, se confirmará el fallo emitido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nom-bre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 22 de noviembre de 2019 por el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado de la señora Denise Upegui Díaz en contra de Colpensiones.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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